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Señores: 

JUZGADO SEXTO ADMINISTRATIVO ORAL DEL CIRCUITO JUDICIAL DE 

MONTERÍA  

E.  S.  D. 

 

Asunto: Contestación a la demanda. 

 

Medio de Control: Reparación directa. 

Demandante: Visión Agencia Comercial LTDA, Hoy Sociedad Visión Inmobiliaria M LTDA. 

Demandado: Municipio de Montería.   

Radicación: 23.001.33.33.006.2021-00162-00 

 

ANGÉLICA MARÍA ORTIZ CAUSIL, identificada con cedula de ciudadanía No. 

1.067.857.493 de Montería, abogada con T.P. No. 181.062 del C.S.J. actuando en 

calidad de apoderada del MUNICIPIO DE MONTERÍA, tal y como consta en el poder 

adjunto, respetuosamente me permito presentar CONTESTACIÓN A LA DEMANDA 

DE REPARACIÓN DIRECTA en el proceso de referencia, así:  

 

I. PRONUNCIAMIENTO SOBRE LOS HECHOS 

1: Este hecho corresponde a situaciones internas de la sociedad demandante, las 

que, no le constan al ente territorial mas allá de lo plasmado en el certificado de 

Cámara de Comercio aportado con la demanda, en consecuencia, nos atenemos a 

lo que se acredite dentro del proceso. 

2: Es parcialmente cierto, al revisar los archivos, y conforme a los antecedentes 

allegados por la Secretaría General del Municipio de Montería entre las partes 

demandante y demandada se suscribió contrato No. 245-2019 con un término de 

ejecución de 10 meses contados a partir del acta de inicio suscrita el 27 de febrero 

de 2019 al 27 de diciembre de 2019 según acta final suscrita el 31 de diciembre de 

2019, anexa con la contestación a la demanda. En consecuencia, no es cierto que 

el contrato No. 245-2019 haya estado vigente hasta el 19 de junio de 2020.  

3: Es parcialmente cierto, es cierto que el contrato se suscribió en los términos 

descritos en el hecho, pero no es cierto que el termino de ejecución haya finalizado 

el 26 de diciembre de 2019 sino que finalizó el 27 de diciembre de 2019 conforme 

lo relatado al contestar el hecho número 2.  

4- Me atengo a lo que resulte probado dentro del trámite procesal.  
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5- Me atengo a lo que resulte probado dentro del trámite procesal.  

6- Me atengo a lo que resulte probado dentro del trámite procesal. 

7- Me atengo a lo que resulte probado dentro del trámite procesal.  

8-Es cierto de conformidad con las constancias anexas con la demanda expedidas 

por la Procuraduría 190 Judicial I para Asuntos Administrativos, en consecuencia, 

al estudiar este hecho debe tenerse en cuenta la literalidad de lo plasmado en 

dichos documentos. 

9- Es cierto de conformidad con las constancias anexas con la demanda expedidas 

por la Procuraduría 190 Judicial I para Asuntos Administrativos, en consecuencia, 

al estudiar este hecho debe tenerse en cuenta la literalidad de lo plasmado en 

dichos documentos. 

10- No es un supuesto fáctico, se plasma una tasación de perjuicios que reclama la 

demandante a través del presente medio de control, en consecuencia, lo establecido 

allí debe ser probado dentro del trámite procesal. 

II. PRONUNCIAMIENTO SOBRE LAS PRETENSIONES 

Me opongo a las pretensiones de la demanda, frente a la solicitud de condenas en 

contra del Municipio de Montería, respetuosamente solicito, se sirva denegarlas en 

su totalidad. 

III.ARGUMENTOS DE DEFENSA 

El problema jurídico consiste en determinar si en el presente asunto se encuentran 

acreditados los presupuestos para que se ordene a la demandada, en favor de la 

demandante, el pago de los cánones de arrendamiento correspondientes a los 

meses de: diciembre 27/219 al 26 de enero de 2020, enero 27/2020 al 26 de febrero 

de 2020, febrero 27/2020 al 26 de marzo de 2020, 27 de marzo de 2020 al 26 de 

abril de 2020, abril 27 de 2020 al 26 de mayo de 2020, del 27 de mayo al 19 de junio 

de 2020 (22 días), intereses a la tasa del 2,5% mensual, actualización de la 

condena, al pago de costas y agencias en derecho y la reparación integral en los 

términos del artículo 16 de la ley 446 de 1998, sustancialmente porque en palabras 

de la demandante, el Municipio de Montería ocupó un inmueble que se encontraba 

bajo su administración sin que mediara contrato de arrendamiento. 

 

Sea lo primero precisar que en virtud del principio de legalidad que opera en materia 

de contratación, el contrato estatal se caracteriza por ser solemne, es decir, que 

requiere de varios requisitos esenciales para su existencia, perfeccionamiento y 

ejecución. El contrato estatal queda perfeccionado cuando las partes llegan a un 

acuerdo sobre el objeto y la contraprestación y el mismo se eleva a escrito. Por su 

parte los requisitos relativos a la ejecución se entienden cumplidos, generalmente 
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con la suscripción del acta de inicio y la aprobación de las garantías exigidas por el 

contratante. 

 

En este sentido el artículo 41 de la Ley 80 de 1993 dispone lo siguiente: 

 
“Los contratos del Estado se perfeccionan cuando se logre acuerdo sobre el objeto y 

la contraprestación y éste se eleve a escrito. 

 

<Inciso modificado por el artículo 23 de la Ley 1150 de 2007. El nuevo texto es el 

siguiente:> Para la ejecución se requerirá de la aprobación de la garantía y de la 

existencia de las disponibilidades presupuestales correspondientes, salvo que se trate 

de la contratación con recursos de vigencias fiscales futuras de conformidad con lo 

previsto en la ley orgánica del presupuesto. El proponente y el contratista deberán 

acreditar que se encuentran al día en el pago de aportes parafiscales relativos al 

Sistema de Seguridad Social Integral, así como los propios del Sena, ICBF y Cajas de 

Compensación Familiar, cuando corresponda. (…)” (subrayas y negrillas propias).  

 

Así, tenemos que el contrato estatal tiene unos requisitos de perfeccionamiento y 

otros de ejecución, en este sentido el Consejo de Estado ha sostenido lo siguiente: 

 
“La posición que actualmente sostiene la jurisprudencia de la Sección Tercera de esta 

Corporación es que los requisitos de perfeccionamiento del contrato estatal son: a) 

que exista acuerdo de voluntades en cuanto al objeto del contrato y a la 

contraprestación del mismo y b) que el acuerdo sea elevado a escrito. Por otra parte, 

los requisitos de ejecución son: a) aprobación de las garantías, b) realización del 

registro presupuestal y c) hoy día, acreditación del pago de los aportes parafiscales, 

de conformidad con los artículos 41 de la Ley 80 de 1993, en armonía con lo dispuesto 

por el artículo 23 de la Ley 1150 de 2007.”1 

 

También, ha dicho el máximo órgano de cierre de la Jurisdicción Contenciosa: 

 
“La Sala concluyó y ahora se reitera que i) la existencia del contrato no difiere de la 

perfección, esto es cumplidos los elementos esenciales que dan lugar al contrato no 

queda sino aceptar la relación jurídico contractual; ii) por virtud de lo dispuesto en la 

Ley 80 de 1993 el contrato estatal existe, esto es, “se perfecciona”  cuando “se logra 

acuerdo sobre el objeto y la contraprestación y éste se eleve a escrito”;  iii) es 

ejecutable cuando se cumplen las condiciones previstas en el inciso segundo del 

artículo 41 de la ley, interpretado en concordancia con lo dispuesto en el artículo 49 

de la Ley 179 de 1994, compilado en el artículo 71 del Estatuto Orgánico de 

Presupuesto, Decreto Ley 111 de 1996 y iv) el requisito relativo al registro presupuestal 

no es una condición de existencia del contrato estatal, es un requisito de ejecución.”2  

 

Los presupuestos señalados en precedencia constituyen los requisitos básicos del 

contrato estatal, dichas solemnidades no pueden ser desconocidas en ninguna 

circunstancia por las partes, ya que su exigibilidad está dada por normas de orden 

público de obligatorio cumplimiento y más aun tratándose de la inversión de 

recursos públicos. En consecuencia, para que presupuestalmente el Municipio de 

 
1 Consejo de Estado- Sentencia radicado No. 66001-23-31-000-2002-01171-01(29121) de 22 de agosto de 2013. C.P. 
CARLOS ALBERTO ZAMBRANO BARRERA. 
2 Consejo de Estado – Sentencia radicado No. 68001-23-31-000-1999-01452-01(41186) de 10 de mayo de 2018. C.P. 
STELLA CONTO DÍAZ DEL CASTILLO. 
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Montería se vea obligado a cumplir cualquier tipo de obligaciones económicas es 

indispensable que, exista un contrato estatal con el cumplimiento de todos los 

requisitos establecidos en las normas de contratación. 

 

Subsumiendo los anteriores parámetros jurisprudenciales al caso concreto, 

tenemos que se encuentra acreditado que el Municipio de montería suscribió 

contrato de arrendamiento No. 245 de 2019 por el término de 10 meses a partir del 

acta de inicio, es decir desde el 27 de febrero 2017 hasta el 27 de diciembre de 

2019, además que dicho contrato se encuentra liquidado, de conformidad con los 

documentos contentivos de la carpeta contractual que se allega con la contestación 

a la demanda. 

 

Ahora, si bien con la demanda se aporta un acta de restitución de inmueble 

arrendado, la misma da cuenta que se suscribe en atención a la terminación del 

contrato a fecha diciembre de 2019, esto, en cumplimiento de lo dispuesto en el 

numeral 5) B) de la cláusula sexta del contrato de arrendamiento No. 245-2019. 

 

Dando aplicación a las normas contractuales citadas y teniendo presente el principio 

de legalidad que rige en materia contractual, fuerza concluir que en el presente caso 

no es viable jurídicamente para el ente territorial efectuar pagos sin que mediara 

respaldo contractual. 

 

Entonces, aduce la demandante que, existieron unos periodos en los que según su 

dicho, el Municipio de Montería continúo ocupando el inmueble que suscita la 

presente demanda y que por dicha ocupación deben resarcirse a título de 

reparación unos perjuicios. 

 

Tenemos que, los períodos a los que hace mención la demandante se refieren al 

término que transcurrió entre la finalización del contrato y la suscripción del acta de 

entrega del inmueble, sin embargo, tal como se expuso en precedencia, dicha acta 

final se suscribió por ambas partes en atención a la terminación del contrato de 

2019 y teniendo en cuenta los requerimientos o directrices solicitadas por la 

demandante respecto a la forma en que debía efectuarse la entrega de inmueble 

(condiciones físicas y pago de servicios públicos), sin embargo, el contrato ya se 

encontraba finalizado conforme el acta final y de liquidación de fechas 27/12/2019 

y 31/12/2019 respectivamente, en consecuencia, los períodos que se cobran con 

posterioridad a la fecha del acta final no podían ser cubiertos por el ente territorial 

por ausencia de respaldo contractual que habilitara el pago. 

 

De otro lado, habiéndose dado finalización al contrato de arrendamiento, la parte 

demandante, dentro de los períodos que hoy alega para estructurar la presente 

demanda, no ejerció los medios judiciales que tenía a su alcance para lograr la 

efectiva restitución del inmueble arrendado, verbi gracia tenía a su disposición una 
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serie de herramientas judiciales para solicitar la entrega del inmueble sin que se 

acreditara ninguna de ellas, de tal modo que no son de recibo los argumentos que 

expone para establecer que no participó ni precipitó el daño que alega debe 

resarcírsele. En este sentido, no se acredita que fuera la entidad pública, Municipio 

de Montería quien exclusivamente produjera el daño que alega, así como tampoco 

se acredita la existencia de dicho daño. 

 

Se reitera, la parte demandante tenía a su disposición existían diferentes 

mecanismos judiciales derivados de la relación contractual suscitada entre las 

partes en virtud del contrato de 2019, de modo que no se acredita que el Municipio 

de Montería impuso a la sociedad demandante prestaciones algunas respecto al 

inmueble, sin embargo, lo que si se acredita es que la hoy demandante suscribió el 

acta de entrega conforme al contrato 245-2019 sin observaciones algunas.  

 

Lo dicho en precedencia tiene relevancia porque una de las finalidades del proceso 

es establecer la realidad procesal ante el Juez de conocimiento, de modo que el 

fallador, al resolver de fondo debe ceñirse a lo acreditado en el proceso. Así lo ha 

expuesto el órgano de cierre de la Jurisdicción Contenciosa: 

“Conforme con lo anterior, al erigirse la fijación del litigio como la ruta que deben seguir los 

sujetos procesales y el juez de la causa, se entiende que el mismo irradia de manera 

inescindible la decisión que debe adoptar el operador judicial frente a las pruebas 

solicitadas por las partes y, llegado el caso, las de oficio que considere necesarias para el 

esclarecimiento de la verdad procesal.”3 

 

De otro lado, dando aplicación a los principios de planeación presupuestal y 

teniendo en cuenta el régimen de hacienda pública establecido en la Constitución 

Política de Colombia, en el presente caso, hipotéticamente de prosperar las 

pretensiones de la demanda,  no pueden efectuarse pagos tomando como 

fundamento los mismos el contrato No. 245 de 2019 pretendiendo extender su plazo 

de ejecución como si se tratara de una prórroga automática del mismo porque tal 

como lo ha señalado por el máximo órgano de la Jurisdicción Contenciosa, tratando 

el tema de los contratos de arrendamiento, en los mismos no es aplicable la prórroga 

automática y ese tipo de contratos se extinguen una vez se entienda expirado el 

plazo de ejecución, más en el presente asunto que como se dijo, el contrato que dio 

origen al uso del inmueble por parte del Municipio de Montería se encuentra ya 

liquidado.  

 

En este sentido el Consejo de Estado ha sostenido: 

 

 
3 CONSEJO DE ESTADO SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO SECCIÓN QUINTA Magistrada Ponente: ROCÍO ARAÚJO OÑATE 
Bogotá D.C., veintiocho (28) de febrero de dos mil diecinueve (2019) Radicación Número: 11001-03-28-000-2018-00035-00 principal 11001-
03-28-000-2018-00033-00. 
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“En primer lugar, la Sala reitera la jurisprudencia vigente en el sentido de que en el 

contrato de arrendamiento estatal no tiene lugar la cláusula de prórroga automática, 

ni la renovación tácita prevista en el artículo 2014 del Código Civil. 

 

En orden de mayor jerarquía, esta Subsección ha advertido que las referidas 

disposiciones no resultan aplicables en el contrato de arrendamiento estatal en la 

medida en que darían lugar un derecho de permanencia indefinida de la relación 

contractual, más allá de lo que se puede prever en esta clase de contratos estatales, 

en contravía de las exigencias de igualdad, moralidad, eficiencia y economía en el 

ejercicio de la función administrativa consagrada en el orden constitucional (artículo 

209 C.P.) e igualmente, se ha llegado a dicha conclusión teniendo en cuenta que este 

tipo de cláusulas del derecho común se apartan de los principios y fines de la 

contratación estatal, desarrollados en la Ley 80 expedida en 1993, entre otros, el 

deber de planeación, establecido en el referido régimen de contratación. (…)”4 

 

Finalmente, de emitirse fallo en contra mi representada, las pretensiones relativas 

a los intereses contenidos en el respectivo acápite no tendrían vocación de 

prosperidad, teniendo en cuenta el carácter resarcitorio del título de imputación, 

posición que encuentra respaldo jurisprudencial dado la finalidad meramente 

compensatoria de los supuestos jurídicos del caso concreto5.  

 

IV. EXCEPCIONES DE MÉRITO O DE FONDO 

1-BUENA FE: Exponemos que la actuación del Municipio de Montería en el 

presente proceso estuvo ajustada al principio de la buena fe conforme lo establece 

el artículo 83 de la Constitución Política:  

       “ARTICULO 83. Las actuaciones de los particulares y de las autoridades públicas 

deberán ceñirse a los postulados de la buena fe, la cual se presumirá en todas las gestiones 

que aquellos adelanten ante éstas.”  

2-GENÉRICA 

El artículo 187 del Código Contencioso Administrativo señala que "En la sentencia se 

decidirá sobre las excepciones propuestas y sobre cualquiera otra que el tallador encuentre 

probada ", con fundamento en tal mandato legal, solicito al Despacho se declare probada 

cualquier excepción que en el transcurso del proceso se encuentre probada. 

PRUEBAS 

Solicito al Despacho tener como pruebas las siguientes: 

 
4 Consejo de Estado. Sentencia del 29 de octubre de 2014 Radicado No. 29851 C.P. Hernán Andrade Rincón. 
5 CONSEJO DE ESTADO-SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO-Consejero ponente: JAIME ORLANDO SANTOFIMIO GAMBOA-
Bogotá D.C, diecinueve (19) de noviembre de dos mil doce (2012)-Radicación número: 73001-23-31-000-2000-03075-01(24897). 
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- Antecedentes Administrativos 

Dispone el artículo 175 del CPACA que "Durante el término para dar respuesta a la 

demanda, la  entidad pública demandada o el particular que ejerza funciones 

administrativas demandado deberá allegar el expediente administrativo  que contenga los 

antecedentes de la actuación objeto del proceso y que se encuentren en su poder". 

Por lo anterior, con la presente contestación se aportan los documentos que constituyen el 

objeto del litigio y que se encuentran en poder del Municipio de Montería. Los documentos 

se allegan en medio digital en cumplimiento de lo dispuesto en el auto admisorio de la 

demanda. 

-Oposición respecto a la solicitud de prueba – Interrogatorio de parte. 

Solicita la parte demandante que se cite al representante legal del Municipio de 

Montería con la finalidad de absolver interrogatorio de parte que formulará en su 

debida oportunidad procesal. Pues bien, el ente territorial se opone a la solicitud de 

prueba, de conformidad con la prohibición establecida en el artículo 217 del C.P.A. 

y C.A., en consecuencia, solicita al Despacho que se niegue.  

ANEXOS 

1.Poder debidamente otorgado. 

2.Los antecedentes administrativos. 

NOTIFICACIONES 

Las partes reciben notificaciones en los canales digitales habilitados en la demanda. 

El Municipio de Montería en el correo: ajuridicio@monteria.gov.co 

La apoderada del Municipio de Montería en el correo: angelicaortizcausil@gmail.com  

 

Atentamente, 

 

 

ANGÉLICA MARÍA ORTIZ CAUSIL 
CC No. 1.067.857.493 de Montería 
T.P. 181.062 C.S.J 
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RV: 2021-00162 contestacion Municipio de Montería

Juzgado 06 Administrativo - Cordoba - Monteria <adm06mon@cendoj.ramajudicial.gov.co>
Mié 30/03/2022 8:05
Para: Olga Esther Castro Castro <ocastroc@cendoj.ramajudicial.gov.co>;Laura Isabel Bustos Volpe <lbustosv@cendoj.ramajudicial.gov.co>
2021-00162 contestación dda, proceso conocido por reparto por judicante

 

Cordialmente,   

  

Carrera 6ª No. 61-44 Edificio “Elite” Barrio La Castellana, Piso 3.


De: ANGELICA ORTIZ CAUSIL <angelicaortizcausil@gmail.com>

Enviado: martes, 29 de marzo de 2022 3:10 p. m.

Para: Juzgado 06 Administrativo - Cordoba - Monteria <adm06mon@cendoj.ramajudicial.gov.co>

Cc: Procurador I Judicial Administrativo 190 <procjudadm190@procuraduria.gov.co>; info@visionagenciacomercial.com
<info@visionagenciacomercial.com>; Jorge Valencia Romero <valrojo2011@hotmail.com>; sacabrales45@hotmail.com <sacabrales45@hotmail.com>

Asunto: 2021-00162 contestacion Municipio de Montería
 
Señores:

JUZGADO SEXTO ADMINISTRATIVO ORAL DEL CIRCUITO JUDICIAL DE MONTERÍA

E.  S.  D.

 
Asunto: Contestación a la demanda.
 
Medio de Control: Reparación directa.
Demandante: Visión Agencia Comercial LTDA, Hoy Sociedad Visión Inmobiliaria M LTDA.
Demandado: Municipio de Montería.  



Radicación: 23.001.33.33.006.2021-00162-00
 

ANGÉLICA MARÍA ORTIZ CAUSIL, identificada con cedula de ciudadanía No. 1.067.857.493 de Montería, abogada con T.P.
No. 181.062 del C.S.J. actuando en calidad de apoderada del MUNICIPIO DE MONTERÍA, tal y como consta en el poder
adjunto, respetuosamente me permito presentar CONTESTACIÓN A LA DEMANDA DE REPARACIÓN DIRECTA en el proceso
de referencia.


-- 

Angélica María Ortiz Causil

Abogada
Esp. en Derecho Administrativo

Esp. Derecho Constitucional y Parlamentario
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